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      Desde 1820 los enfrentamientos políticos en el Río de la Plata se caracterizaron por una inusitada violencia. La historiografía argentina ha llamado tradicionalmente al periodo que se abre en ese momento y se cierra hacia 1852 periodo de las «guerras civiles» entre unitarios y federales. Pero la violencia fue parte integral de la vida política argentina también en las tres décadas siguientes. De hecho, en los sesenta años que median entre 1820 y 1880 las provincias argentinas experimentaron cuarenta de guerra y sólo veinte de relativa paz.




      ¿Cuáles eran las raíces de estos conflictos? Esta pregunta preocupó a los contemporáneos de los sucesos desde el mismo momento de su inicio. El general José María Paz, activo partícipe de las guerras civiles entre 1820 y 1850, esbozó una explicación en sus lúcidas Memorias Póstumas (1855). Para Paz el surgimiento de esos enfrentamientos se debía a «la lucha de la parte más ilustrada contra la porción más ignorante; en segundo lugar, la gente de campo se oponía a la de las ciudades; en tercer lugar, la plebe se quería sobreponer a la gente principal; en cuarto, las provincias, celosas de la preponderancia de la capital, querían nivelarla; en quinto lugar, las tendencias democráticas se oponían a las miras aristocratizantes y aun monárquicas». Militar formado en las guerras por la independencia, Paz descubría en la movilización miliciana de las poblaciones rurales el inicio de las tendencias democráticas que marcaron los conflictos políticos en el Río de la Plata.




      El otro gran observador de la realidad política argentina de mediados del siglo XIX, Domingo Faustino Sarmiento, apuntaba que el enfrentamiento entre dos ámbitos físicos y culturales radicalmente diversos, la ciudad y la campaña, explicaba las luchas civiles que había experimentado desde su juventud. En Facundo. O civilización y barbarie (1845), Sarmiento esbozó una explicación de los orígenes de esas luchas cuyas raíces creía haber encontrado en «los elementos contrarios, invencibles, que se chocan; hubiéranse asignado su parte a la configuración del terreno y de los hábitos que ella engendra; su parte a las tradiciones españolas y a la conciencia nacional, inicua, plebeya, que han dejado la Inquisición y el absolutismo hispano; su parte a la influencia de las ideas opuestas que han trastornado el mundo político; su parte a la barbarie indígena; su parte a la civilización europea; su parte, en fin, a la democracia consagrada por la Revolución de 1810, a la igualdad, cuyo dogma ha penetrado hasta las capas inferiores de la sociedad».




      Para Sarmiento y Paz las tendencias democráticas e igualitarias de la sociedad argentina inauguradas por la guerra de independencia explicaban la violencia política. Como ha señalado justamente Tulio Halperín Donghi, las élites urbanas tardo-coloniales del Río de la Plata (a las que Paz y Sarmiento pertenecían) vieron drásticamente disminuida su preeminencia a consecuencia de las guerras. La adopción de las formas de representación republicanas en las primeras dos décadas de gobierno independiente terminó con el monopolio político que ejercían esas élites desde el periodo colonial. El sufragio masculino ampliado, adoptado por casi todas las provincias desde comienzos de los años veinte, impuso una nueva legitimidad que implicaba una competencia más abierta al incorporar no sólo a los sectores populares urbanos sino también a los de la campaña. A la par, la militarización de la sociedad introdujo nuevos actores políticos que compitieron con ellas por el poder: jefes militares o caudillos que, beneficiarios de la movilización popular promovida por la guerra, cimentaban su recientemente adquirido poder en las milicias rurales que respondían a su mando.




      La forma más destacada que tomó la movilización popular en las luchas políticas del siglo XIX argentino fue la montonera. Para las élites urbanas los montoneros eran rebeldes, delincuentes, personajes marginales de las áreas rurales sin respeto por el orden y la propiedad, pero no era así. Heredera de las milicias rurales movilizadas por la guerra de independencia, la montonera se componía de gauchos, pobladores de la campaña con variada inserción en la tenencia de tierras y la producción: pequeños propietarios, arrendatarios, peones, agregados; agricultores, pastores o una combinación de ambos. Los identificaba la lealtad a un jefe a quien reconocían como uno de ellos pero en una escala superior, a quien los unía una proximidad física y simbólica, pero también la certeza de que serían protegidos por él en caso de necesidad y, eventualmente, recompensados por su participación en la guerra.




      Sería erróneo pensar que las montoneras y los caudillos eran exclusivamente federales. Durante las guerras civiles del rosismo los unitarios también movilizaron tropas e intentaron concitar lealtades. En su campaña contra el federalismo de 1840-1841 en el litoral, el general unitario Juan Lavalle contaba con una fuerza reclutada entre las poblaciones rurales a quienes compensaba con generosas carneadas de ganado y permitía licencias similares a las que los federales otorgaban a sus montoneras. En la década de 1860, las rebeliones de Ángel Vicente Peñaloza y Felipe Varela en las provincias del Oeste sumaron muchos gauchos que se identificaban con estos campeones de una causa muy popular en las provincias: la defensa del federalismo.




      En 1827 la renuncia del presidente Bernardino Rivadavia y la disolución del Congreso Constituyente acentuaron la exacerbación de los enfrentamientos políticos entre unitarios y federales que databan de comienzos de la década de 1820. El Congreso terminó en una gran debacle provocada por el rechazo de la Constitución unitaria de 1826 por casi todas las provincias. Este fracaso inauguró una larga etapa de descentralización política entre 1827 y 1852, cuando las provincias ejercieron su soberanía de manera casi irrestricta sobre sus territorios. Los acuerdos que las unían preservaban todas sus atribuciones soberanas delegando sólo la representación ante los países extranjeros en una de ellas, Buenos Aires.




      El colapso del Congreso significó asimismo el triunfo del federalismo en su particular variante porteña. El ascenso político de Buenos Aires se coronó desde la década de 1830 con la organización de una Confederación de provincias que giraban en torno a Buenos Aires y a su poderoso gobernador, Juan Manuel de Rosas (1793-1877). Rosas ascendió al poder en Buenos Aires como resultado de un cruento enfrentamiento entre las dos fuerzas en que se habían dividido las opiniones políticas: unitarios y federales. Si bien los choques entre ambos «partidos» fueron endémicos, sus picos de violencia se concentraron en los años 1828-1831, 1838-1841 y 1851-1852. La Confederación rosista sobrevivió a varias reacciones de sus adversarios: unitarios, federales doctrinarios que pugnaban por una constitución escrita que Rosas siempre rechazó, ligas de provincias del interior que se levantaron en armas en reclamo de una mejor distribución de recursos o una fórmula de organización institucional definitiva, y conflictos internacionales con Francia y Gran Bretaña.




      En estos enfrentamientos siempre aparecía como constante fuente de conflictos el poder de Buenos Aires y sus convulsionadas relaciones con el resto de las provincias. Este problema parecía haberse resuelto con el derrumbe del poder de Rosas en 1852 y la sanción de una Constitución nacional de corte federal en 1853 que declaraba a Buenos Aires capital de la Argentina. Pero la poderosa provincia no se resignó a perder su liderazgo nacional ni sus privilegios (el manejo de los recursos de la única aduana realmente importante, la capital provincial) y se escindió por casi diez años del resto del país. Recién en 1862 una Buenos Aires triunfante en el campo de batalla se puso a la cabeza de la organización de la república unificada. El interior fue escenario de alzamientos en contra de este nuevo intento de ampliación de la hegemonía porteña al que achacaban el fin de lo que quedaba de sus autonomías provinciales. La década de 1860 fue particularmente convulsa: entre 1863 y 1870 los poderes nacionales debieron enfrentar sucesivas rebeliones internas que impugnaban la intromisión de Buenos Aires.




      La supresión de las resistencias provinciales hacia 1870 inauguró un periodo de expansión y consolidación del Estado nacional. Éste se construyó mediante un proceso gradual de centralización de las decisiones políticas que implicó a la vez altas dosis de coerción y negociación. Los poderes nacionales fueron capaces de expandir su control sobre las provincias, vencer oposiciones internas y enfrentar conflictos externos. Para lograr imponer su autoridad, captar el apoyo de las élites provinciales y lograr que su autoridad fuera reconocida como legítima en todo el territorio, los gobiernos nacionales hicieron uso principalmente de tres instrumentos: el ejército, las agencias y burocracia estatales (Justicia Federal, Correos y Telégrafos, el sistema educativo) y los subsidios económicos a las provincias.




      La posición de Buenos Aires en el sistema político nacional fue la cuestión más delicada de resolver. En la década de 1870 dos coaliciones de gobernadores provinciales impondrían a la dirigencia porteña dos presidentes sucesivos (Nicolás Avellaneda, 1874-1880 y Julio Argentino Roca, 1880-1886) que marcarían los límites del control de la poderosa provincia sobre la política nacional. Al cerrarse la década, en 1880, el ejército nacional reprimiría una rebelión encabezada por el gobernador de Buenos Aires. Poco después el Congreso Nacional impondría la federalización de la ciudad de Buenos Aires a la derrotada provincia clausurando una era de indefiniciones sobre la posición de la provincia en la Nación. El Estado nacional se había impuesto a la hasta entonces indoblegable provincia convirtiéndose de este modo en el principal actor político.




       




       




      Unitarios y federales (1828-1831)




       




      Habiendo perdido el control de las provincias del interior que impugnaron la Constitución unitaria sancionada por el Congreso en 1826, y sin el apoyo de Buenos Aires, cuyas clases dirigentes se oponían a la federalización de la ciudad capital y a la división de la provincia, el presidente Bernardino Rivadavia renunció al cargo a mediados de 1827. Poco después se disolvía el Congreso dando fin a una nueva tentativa de organización institucional.




      El derrumbe de las instituciones nacionales implicó la reversión de la soberanía irrestricta a las provincias, tal como había ocurrido a la caída del directorio y el Congreso en 1820. En casi todas las jurisdicciones provinciales reinaba el federalismo bajo la influencia de los jefes militares y políticos que habían organizado la oposición al Congreso: Juan Facundo Quiroga, de La Rioja, Estanislao López, de Santa Fe y Juan Bautista Bustos, de Córdoba. Sólo en la lejana provincia norteña de Salta (que en ese entonces abarcaba también la ciudad de Jujuy), resguardada por la gran distancia y las fluidas relaciones comerciales con la recientemente independizada Bolivia, se sucedieron las administraciones unitarias de los hermanos José Ignacio y Juan Ignacio Gorriti entre 1827 y 1831.




      En la provincia de Buenos Aires se restauraron las instituciones disueltas por el Congreso de acuerdo con las leyes que la habían organizado en 1821. A finales de 1827 la Legislatura eligió como gobernador a Manuel Dorrego, un militar de la guerra de la independencia que desde 1820 se había convertido en el líder de los federales porteños. Con fuerte arraigo entre las clases populares urbanas, Dorrego era considerado poco confiable por los terratenientes y grandes comerciantes, que, habiendo sido el principal sostén del Partido del Orden a comienzos de la década de 1820, estaban ahora a la búsqueda de un nuevo dirigente que garantizara el orden en la provincia. Y lo encontrarían poco después en Juan Manuel de Rosas.




      Entre 1828 y 1831 se desarrolló el cruento enfrentamiento armado de los dos «partidos» que se disputaban el control de la provincia y del país, unitarios y federales. La guerra con el Brasil, que no había sido adversa a las armas de las Provincias Unidas del Río de la Plata, terminó con la firma de un tratado de paz impulsado por Gran Bretaña por el cual se reconocía al Uruguay como país independiente. Este acuerdo fue aceptado rápidamente por el gobernador Dorrego, encargado de las relaciones exteriores de todas las provincias, quien necesitaba la paz para fortalecer la posición política de su partido. Pero fue muy mal recibido por el ejército nacional, cuyos oficiales temían que al regresar se los licenciara sin paga ni honores.




      El 1 de diciembre de 1828 el líder de los militares que poco antes habían vuelto a Buenos Aires, el general Juan Lavalle, encabezó una rebelión contra Dorrego de signo político unitario. El otro jefe militar, el general José María Paz, se dirigió al interior con sus tropas a fin de organizar una rebelión en las provincias que derrocara a los gobernadores federales. Ante la huida a la campaña del gobernador Dorrego, Lavalle fue proclamado gobernador de Buenos Aires por una asamblea ad hoc sin ningún carácter representativo. En un acto político calificado en la época como brutal, pero que contó con la bendición de parte de la dirigencia unitaria (como el ex ministro de Hacienda de Rivadavia, Salvador María del Carril, quien urgía a Lavalle a no desperdiciar «la ocasión de cortar la primera cabeza a la hidra»), Lavalle capturó y ordenó fusilar al gobernador depuesto. La época de las disputas políticas daba paso a la de guerra abierta.




      La reacción federal no se hizo esperar. Los gauchos de la campaña bonaerense organizados en milicias bajo el liderazgo de Juan Manuel de Rosas se levantaron contra el gobernador Lavalle, a quien los federales porteños consideraban un usurpador. Sitiado en la ciudad y sin poder controlar la campaña que se hallaba en abierta rebelión y en completo control de Rosas, Lavalle fue derrotado en la batalla de Puente de Márquez en abril de 1829. Luego de varias negociaciones entre Rosas y Lavalle, éste pactó su retirada de la provincia. La legislatura federal disuelta por Lavalle en diciembre de 1828 fue restaurada y, en diciembre de 1829 —un año después del golpe unitario—, el cuerpo elegía a Juan Manuel de Rosas gobernador de la provincia de Buenos Aires con facultades extraordinarias. La legislatura porteña lo declaró «Restaurador de las Leyes», es decir, del orden institucional del que la provincia gozaba desde 1821, quebrado desde el año anterior. Líder del triunfante federalismo porteño, Rosas contaba con una fuerza miliciana rural que lo acompañaba desde 1820, con el ascendiente sobre la plebe urbana que había heredado del malogrado Dorrego, y con el apoyo de los hacendados y comerciantes de Buenos Aires que veían en él la garantía del orden perdido desde 1827.




      A finales de diciembre el cadáver de Dorrego fue conducido a la ciudad para darle sepultura. Las exequias del desafortunado gobernador —de quien Rosas nunca había sido amigo— fueron un despliegue de «magnífica pompa, nunca vista en Buenos Aires, y que mejor ya no puede ser, porque ni a un príncipe se le puede hacer mejor» al decir de Juan Manuel Beruti, un testigo del hecho. En su oración fúnebre ante las jerarquías civiles y eclesiásticas y frente al pueblo reunido, Rosas daba por cerrada una etapa aciaga de la historia de la provincia y aseguraba que «la mancha más negra en la historia de los argentinos ha sido ya lavada con las lágrimas de un pueblo justo, agradecido y sensible». Las exequias eran un acto simbólico del entierro de una etapa anárquica y el nacimiento de una nueva de orden.




      La restauración de las leyes en Buenos Aires, encabezada por el gobernador Rosas, suponía el restablecimiento de un orden jerárquico cuyas fuentes se encontraban en un republicanismo de corte agrario inspirado en la tradición clásica y que se tradujo en la insistencia de Rosas en el cumplimiento puntilloso de las leyes provinciales. El orden republicano se ponía en práctica anualmente mediante las elecciones de renovación legislativa a las que el «Restaurador» prestaba gran atención. Sin duda las elecciones eran de corte plebiscitario: con la excepción del periodo 1832-1835 (cuando Rosas estuvo fuera del poder, como veremos luego) no había verdadera competencia electoral. En los comicios (que seguían rigiéndose por la ley electoral de 1821) los sufragantes se limitaban a elegir candidatos preseleccionados por el gobernador incluidos en una lista única. Este «unanimismo» político, más que distribuir el poder entre fuerzas en pugna, legitimaba la única cuya participación estaba permitida: el federalismo. La obediencia a la ley era garantizada por un sistema judicial en cuyo nombramiento de jueces el gobernador intervenía activamente. Pilar de este sistema eran los juzgados de paz de las áreas rurales, encargados a la vez de resolver los casos civiles y criminales y de garantizar la realización de las elecciones.




      El predominio del federalismo en la provincia de Buenos Aires y en todo el litoral era un hecho contundente. Pero en el interior esto no era aún así. Allí las fuerzas del general Paz habían derrotado en dos oportunidades a las milicias riojanas de Quiroga en las batallas de La Tablada y Oncativo, entre finales de 1829 y comienzos de 1830. Desde Córdoba, de la cual se convirtió en gobernador desplazando al federal Bustos, Paz envió fuerzas a las provincias del norte y oeste para desalojar a los gobernadores federales y reemplazarlos por otros unitarios. A mediados de 1830 las provincias controladas por Paz formaron una Liga del Interior que le confirió el Supremo Poder Militar. Poco después la Liga retiraba a Buenos Aires la representación de las relaciones exteriores que las provincias le habían otorgado. Era una declaración de guerra.




      En el litoral las provincias federales se preparaban también para la guerra. Atemorizados por los avances de Paz en el interior, los gobernadores federales de Buenos Aires, Santa Fe y Entre Ríos enviaron representantes a la ciudad de Santa Fe a fin de acordar una alianza entre ellas. El 4 de enero de 1831 firmaron el Pacto Federal, una alianza político-militar a la que las demás provincias podían incorporarse a medida que se adhiriesen a la forma de gobierno federal. Uno de sus artículos más importantes creaba una comisión representativa, organismo provisorio formado por un representante por provincia, que prepararía la reunión de un Congreso Nacional. La cuarta provincia litoral, Corrientes, sólo se adhirió más tarde en protesta a la política económica porteña de favorecer las importaciones por el puerto de Buenos Aires y cobrar rentas de aduana en forma exclusiva.
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